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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por la señora Gerente General de la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E. contra el fallo de tutela proferido el veintiocho (28) de agosto de dos mil seis (2006) por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por la señora MARGARITA CARVAJAL GÓMEZ.
2.- DEMANDA 
Refiere la accionante que prestó sus servicios como docente en entidades territoriales en una plaza nacionalizada en virtud de la Ley 43/75 por más de veinte (20) años, hasta cuando se retiró el veinte (20) de enero de 1992 sin tener la edad de jubilación, requisito que posteriormente cumplió al llegar a los  cincuenta (50) años de edad el diecinueve (19) de noviembre de 2001.

La Caja Nacional de Previsión le reconoció mediante Resolución 26613 de septiembre de 2002, la Pensión Gracia, por haber adquirido el estatus de pensionada el servicio de la Nación, Ministerio de Educación Nacional como Docente en secundaria. Se tomó como base el salario devengado en el año 1992, sin que fuera indexado a la fecha de causación del derecho, es decir, el diecinueve (19) de noviembre de 2001. Tampoco se tuvieron en cuenta todos los factores de salario para determinar el monto de la pensión, ya que no se incluyeron las doceavas partes de las primas de navidad, de servicios, académica y de alimentación, así como las demás adehalas
 al salario básico.
Señala en seguida las disposiciones que regulan lo concerniente con la pensión gracia, de las cuales destaca que de conformidad con el contenido de los artículos 29 de la Ley 6ª de 1945, adicionado por la Ley 24 de 1947, 4º de la Ley 4ª de 1996 y 5º de su Decreto reglamentario No. 1743 del mismo año, la misma corresponderá al 75 % del promedio obtenido en el último año de servicios. Por demás, para ella, no son aplicables las disposiciones de las Leyes 33 y 62 de 1985 que regulan de manera general la pensión de jubilación, por cuanto se trata de un régimen especial donde los docentes titulares de la misma no pagan aportes a la Entidad Pensional para adquirir ese derecho. En tal sentido, cita concepto emitido el veintiséis (26) de marzo de 1992 por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado.
Hace referencia a los múltiples fallos de tutela que han reconocido a los empleados judiciales el derecho al reajuste de su pensión de jubilación con las doceavas partes de las primas, que se fundamentan igualmente en un régimen especial previsto en el Decreto 546 de 1971 y, por consiguiente, no les es aplicable la Ley 33 de 1985. 

Señala que ha sido criterio del Consejo de Estado y de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que la primera mesada pensional sea indexada cuando se causa con posterioridad al retiro del servicio, por cuanto es la misma Ley 100 de 1993 la que así lo ordena en sus artículos 21 y 36 en su inciso 4º.

Sostiene que si a pesar de todos los precedentes legales y jurisprudenciales existentes, CAJANAL insiste en inaplicar las normas pertinentes, está incurriendo en una verdadera vía de hecho administrativa lo que implica una flagrante violación al debido proceso.

Manifiesta que una vez reconocida la pensión, mediante escrito del veintisiete (27) de abril de 2006, solicitó la reliquidación con todos los factores salariales, así como la indexación de la primera mesada, pero al momento de interponerse la acción esa petición no había atendida, ni se había hecho manifestación alguna sobre las razones para no responder dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la petición.

Considera que la actuación de Cajanal le ha quebrantado además los derechos a la igualdad, a la seguridad social en conexidad con el derecho a la vida, la dignidad humana, el libre desarrollo a la personalidad y de su familia que depende exclusivamente de sus ingresos.
Agrega que la acción se interpone para que se tutelen los derechos violados de manera definitiva para evitar el perjuicio irremediable del que viene siendo víctima junto con su familia, por ser persona de la tercera edad y que es bien sabida la lentitud con que corren los procesos contencioso-administrativos. Para ello, se debería ordenar a la Subdirección General de Prestaciones de Cajanal o a quien haga sus veces, que se reliquide su mesada con todos los factores salariales y la indexación de su pensión, lo cual deberá cubrir de manera retroactiva el período desde la fecha en que adquirió el estatus de pensionada.
3.- FALLO 

Previo un detenido análisis de la normatividad aplicable a la materia, que se remonta a las Leyes 114 de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933, 43 de 1975 y 91 de 1989, el señor Juez de primera instancia concluyó que lo preceptuado en la primera de esas codificaciones -a pesar de haber sido derogada por el artículo 15 de la Ley 91 de 1989-; regía para quienes se hubieren incorporado como docentes hasta el treinta y uno (31) de diciembre de 1980, dado que allí se dispuso que los vinculados hasta esa fecha que  “tuviesen o llegaren a tener derecho a la pensión gracia, se les reconocerá siempre y cuando cumplan con la totalidad de los requisitos”. En ese entendido, la Ley 114 de 1913 no cobija a quienes empezaron a laborar desde el primero (1º) de enero de 1981, pues estos docentes nacionales y nacionalizados, tendrían derecho sólo a una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual promedio del último año.

La foliatura informaba que en efecto, la señora MARGARITA CARVAJAL GÓMEZ se encontraba en las condiciones descritas con anterioridad, por cuanto acreditó el tiempo de servicios como docente y el cumplimiento de la edad, exigidos por la Ley. Así mismo demostró su vinculación al servicio antes del 31 de diciembre de 1980, lo que indicaba que como docente había adquirido el derecho a la PENSIÓN GRACIA consagrada en la Ley 114 de 1913, en armonía con las Leyes 116 de 1928 y 91 de 1989. En ese orden de ideas, encontró que le asistía razón a la accionante cuando refiere que la Caja Nacional de Previsión cuando expidió la resolución que le reconoció la pensión desconoció por completo la legislación existente en materia de pensiones para los docentes, remitiéndose exclusivamente a las Leyes 33 y 62 de 1985 (aplicó el 75% del salario promedio de los últimos 12 meses para fijar la cuantía de la pensión). Y así fue por cuanto desestimó lo reglado en la Ley 37 de 1933 que hizo extensiva la pensión gracia a los maestros que completaron los años de servicio señalados por la Ley, en establecimientos de enseñanza secundaria; al igual que lo dispuesto en la Ley 43 de 1975 por medio de la cual nacionalizó la educación primaria y secundaria por considerarla un servicio público a cargo de la nación; y, finalmente, la Ley 91 de 1989 que hace compatibles las dos pensiones referidas.

Con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional de los años 2002 y 2003, estimó que se evidenciaba una vía de hecho administrativa, la cual vulneraba el debido proceso y el derecho a la igualdad, razón suficiente para que el amparo constitucional estuviere llamado a prosperar; no sin antes advertir que a pesar de contarse con otro medio de defensa judicial, era menester precisar que la protección se otorgaba, precisamente en busca de dar a la accionante un trato igual por encontrarse en las mismas condiciones de otros docentes, que a la postre también cargaron con las consecuencias de las resoluciones expedidas por Cajanal, contrarias a la Ley que en materia pensional regía a los docentes.

De otro lado, en lo que hacía con el derecho de petición infirió que en efecto, Cajanal había guardado silencio frente a la solicitud de reliquidación pensional que hizo la señora CARVAJAL GÓMEZ, en tanto no se había pronunciado de fondo sobre el asunto, actuación que chocaba con las exigencias constitucionales y legales que salvaguardan el derecho de petición y agilidad en la respuesta, lo cual responde a una necesidad material y sustantiva de resolución y no a una consecuencia meramente formal o dilatoria de solución al pedido presentado por el ciudadano. En ese entendido, dispuso que dentro de los ocho (8) días siguientes, CAJANAL resolviera de fondo y en concreto la petición que le había sido elevada desde el veintisiete (27) de abril de 2006.

De contera, ordenó que desde la fecha de notificación del fallo y hasta cuando las Jurisdicciones Contenciosa Administrativa u Ordinaria Laboral se pronunciara en forma definitiva, la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN adoptara la decisión que correspondiera a la situación de la docente accionante, para lo cual debería tener en cuenta las Leyes 116 de 1928, 37 de 1933 y aplicar en su integridad las Leyes 43 de 1975 y 91 de 1989. De manera adicional, previno a la accionante para que en caso de no haberlo hecho, acudiera ante las jurisdicciones mencionadas para promover las acciones correspondientes; y, advirtió a las partes que lo decidido permanecería vigente durante todo el tiempo que la justicia contencioso administrativa o la justicia ordinaria laboral, tardaran en decidir de fondo la pretensión de la actora.

Finalmente, acotó que no se pronunciaba sobre la indexación de la primera mesada y la aplicación del IPC, por revestir esa pretensión un contenido netamente laboral y un litigio que escapa a la competencia del Juez Constitucional de tutela.
4.- IMPUGNACIÓN

La Gerente General de la E.I.C.E. CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL (CAJANAL) señaló en primer término la improcedencia de la acción de tutela en el asunto debatido, dado que las solicitudes de prestaciones económicas que eleven los afiliados son de competencia única y exclusiva del órgano ejecutivo del poder público a través de Cajanal, por mandato expreso del artículo 18 de la Ley 6 de 1945, razón por la cual considera que el Juzgado del conocimiento excedió sus facultades al ordenar reliquidar de una forma particular la pensión gracia reconocida a favor de la accionante.
Sobre los derechos declarados vulnerados, sostiene que a la parte accionante no se le ha amenazado ningún derecho fundamental pues la entidad cumple con lo preceptuado en la norma pertinente, con el lleno de los requisitos en ella exigidos. Sin embargo, el accionante -sic- interpuso dicha acción basándose en que la prestación solicitada debía hacerse extensiva a todos los peticionarios, cuando las normas que regulan dicha prestación no obligan a la reliquidación con todos los factores salariales mencionados por el peticionario.

Trajo enseguida apartes de decisiones jurisprudenciales como la Sentencia C-479 de 1998, M.P. Carlos Gaviria Díaz y la C-954 de 2000, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.

Previo un recuento de la normatividad que en su criterio se debe aplicar a la pensión gracia y la aclaración de que la misma por su naturaleza es compatible con la pensión ordinaria de jubilación que actualmente reconoce el Fondo de Prestaciones del Magisterio, lo que incluso permite que el docente pueda recibir dos (2) o eventualmente tres (3) asignaciones del Tesoro Nacional, una proveniente del desempeño de labores docentes, otra producto de la Pensión Gracia (a cargo de CAJANAL) y otra producto de la pensión ordinaria de jubilación.

Señala que CAJANAL procede de la siguiente manera: Para los docentes que adquirieron su status pensional hasta el veintiocho (28) de enero de 1985, se les aplica para efectos de la liquidación de la pensión gracia los factores salariales descritos en el Decreto 1045 de 1978; y para quienes lo adquirieron con posterioridad a esa fecha, se hace con fundamento en lo dispuesto en las Leyes 33 y 62 de 1985.

Por lo expuesto, al resolverse la Pensión Gracia de la accionante, en la forma en que se hizo, en ningún momento vulneró los derechos fundamentales de petición, debido proceso, seguridad social en conexidad con la vida digna y mínimo vital, porque CAJANAL aplica las directrices señaladas en el escrito y las establecidas en el Código Contencioso Administrativo. No obstante, una situación distinta es la que se da cuando la entidad obra en cumplimiento de sentencias proferidas por la justicia ordinaria o contenciosa administrativa, con efectos interpartes y no erga omnes, lo que conlleva que el derecho a la igualdad respecto de otras liquidaciones, haya precisamente sido la consecuencia de decisiones judiciales, por tanto, ese derecho no se concreta en forma clara en los términos reconocidos por CAJANAL sino de fallos de tutela de Jueces Constitucionales.
Destaca que para que proceda la reliquidación de las pensiones debe obrar petición del accionante, así como una respuesta por parte de la entidad o la omisión para resolver la solicitud. Al no haber fenecido el plazo para pronunciarse sobre la misma, no existe entonces la configuración del silencio administrativo negativo y por consiguiente no es posible afirmar la vulneración del derecho de petición de la accionante. Para ello, deben tenerse en cuenta los términos contemplados en la Ley 797 de 2003, máxime si se considera que la solicitud debe someterse a unos turnos rigurosos.

A renglón seguido, reitera la improcedencia de la acción de tutela para obtener reliquidaciones pensionales, toda vez que para ello el ordenamiento jurídico ha contemplado los mecanismos administrativos y judiciales correspondientes. Máxime cuando para su reconocimiento, se ha acudido a unos requisitos de procedibilidad relacionados con el agotamiento de la vía gubernativa, el haberse hecho uso de los mecanismos judiciales existentes para la satisfacción de la pretensión del accionante o estar en tiempo para ello, la demostración de la inminencia de un perjuicio irremediable y la acreditación de que someter al actor a su resolución a través del proceso ordinario constituiría una carga excesiva de acuerdo con sus condiciones particulares. Por demás, afirma que se está recibiendo una mesada pensional con lo cual se desvirtúa la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

En suma, concluye que no es el mecanismo constitucional el medio idóneo para utilizar en eventos de la índole tratada, dado que ante decisiones desfavorables de la administración no se puede pretender adicionar al trámite legalmente surtido, una acción de tutela para tratar de imponer al Juez Constitucional, su particular criterio alrededor del derecho litigioso de que se trata. Solicita por tanto, la revocatoria del fallo proferido y que en consecuencia se declare la improcedencia de la acción de tutela promovida por la señora MARGARITA CARVAJAL GÓMEZ.         
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el señor Juez Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
5.1. Problema Jurídico.

Entiende el Tribunal que su labor debe contraerse a determinar en primer término si es la acción de tutela mecanismo idóneo para ordenar el reconocimiento de reliquidaciones pensionales, a consecuencia de lo cual se determinará el grado de acierto del señor Juez de conocimiento al conceder el amparo deprecado; en segundo lugar, deberá analizarse si se ha presentado o no una vulneración del derecho de petición, tal como se señaló en la instancia, dado que en criterio de la entidad accionada, se encontraba dentro del término para emitir la respuesta correspondiente ante la solicitud de reliquidación pensional que le fue presentada.

5.2. Solución.

5.2.1. La acción de tutela frente a la petición de reliquidación pensional.

No deja de causar extrañeza la forma como se resolvió el asunto puesto a consideración del Juez Constitucional de primera instancia, por cuanto como lo ha reiterado de manera vehemente la Jurisprudencia de la Corte Constitucional y lo ha sostenido desde hace tiempo atrás esta Sala de Decisión
, los asuntos de liquidación y reliquidación de mesadas pensionales de manera normal escapan al campo de acción del Juez en sede de tutela, precisamente por la naturaleza de los derechos que se encuentran en juego –litigiosos- que requieren de una buena carga probatoria y de la verificación de sus requisitos, lo cual es difícilmente realizable en el estrecho lapso con que se cuenta para proferir la correspondiente decisión. En ese entendido, es la jurisdicción competente, la contenciosa administrativa ora la ordinaria laboral –como bien lo entiende el señor Juez de primer grado- la llamada a proporcionar la solución definitiva frente a la divergencia interpretativa que aquí se evidencia entre las partes y previo el adelantamiento del proceso pertinente, donde las partes hagan valer todos los medios probatorios y sostengan las razones de sus planteamientos.
Si bien es cierto, la posición asumida en el fallo impugnado, fue valedera algunos años atrás, no lo es menos que la línea jurisprudencial existente sobre la materia se ha desarrollado y perfilado, de tal manera que hoy por hoy se tiene clara la improcedencia general de la acción de tutela para disponer el reconocimiento de una pensión o su reliquidación de tal o cual manera, como claramente se ve en la sentencia T-158 del 2 de marzo de 2006, M.P. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, cuya ratio decidendi se centra en que no es suficiente con la existencia de un error interpretativo en la aplicación de la norma vigente para su reconocimiento (como parece entenderlo la aquí demandante), sino que, se requiere el lleno de todos los requisitos de procedibilidad de la acción para estos específicos asuntos. Allí se reiteró:

En atención a lo anterior, la Corte ha establecido de manera estricta las reglas que delimitan el carácter excepcional de la procedencia de la tutela para efectos de ordenar por medio de ella tanto liquidar o reliquidar una pensión, como la forma de hacerlo.

13.- Así pues, la excepcionalidad de la acción de tutela como medio judicial idóneo para lograr el reconocimiento de la pensión o atacar los actos que la reconocen, tiene como premisa de partida la improcedencia prima facie de este medio para dicho fin. La Corte “[h]a reiterado especialmente que en este tipo de controversias relacionadas con la seguridad social, el ordenamiento jurídico ha diseñado los mecanismos judiciales y administrativos para ello
. Particularmente, la jurisdicción laboral y la contencioso administrativa, según sea el caso, son los ámbitos propicios para desplegar integralmente estos debates”.
 

Así, la excepcionalidad se ha fundamentado entonces en las características especiadísimas que se presentan en casos de erróneo reconocimiento o no reconocimiento de la pensión, en relación con otros derechos fundamentales. Ha dicho este Tribunal Constitucional que, “…dado que en las reclamaciones cuyo objeto de debate es una pensión de jubilación y quienes presentan la solicitud de amparo son, generalmente, personas de la tercera edad, debe tomarse en consideración al momento de analizar la posible vulneración de derechos fundamentales, la especial protección constitucional que las comprende. No obstante, el solo hecho de estar en esta categoría (tercera edad) no torna automáticamente procedente la protección, debe demostrarse también que el perjuicio sufrido afecta o es susceptible de vulnerar los derechos a la dignidad humana
, a la salud
, al mínimo vital
 o que la morosidad de los procedimientos ordinarios previstos para el caso concreto hace ineficaz en el tiempo el amparo específico. Sólo en estos eventos la acción de tutela desplaza de manera transitoria el mecanismo ordinario de defensa, en tanto el mismo pierde eficacia frente a las particulares circunstancias del actor en el caso concreto”.
 [Énfasis fuera de texto]

14.- La correcta y eficaz utilización de la acción de tutela, al tenor de su configuración constitucional en el artículo 86 de la Carta, ha llevado a la Corte Constitucional a establecer su procedencia para ordenar el reconocimiento o reajuste de las mesadas pensionales, únicamente en cumplimiento de cada uno de los siguientes requisitos:

1. Que la persona interesada haya adquirido el status de jubilado, o lo que es igual, que se le haya reconocido su pensión.

2. Que el jubilado haya actuado en sede administrativa; es decir, que haya interpuesto los recursos de vía gubernativa contra el acto que reconoció la pensión, haya presentado la solicitud de reliquidación ante el respectivo fondo de pensiones o, en igual medida, requerido a la respectiva entidad para que certifique su salario real y ésta se hubiere negado.

3. Que el jubilado haya acudido a las vías judiciales ordinarias para satisfacer sus pretensiones, se encuentre en tiempo de hacerlo o, en su defecto, demuestre que ello es imposible por razones ajenas a su voluntad.

4. Que el jubilado acredite las condiciones materiales que justifican la protección por vía de tutela, esto es, su condición de persona de la tercera edad, que la actuación resulta violatoria de sus derechos fundamentales como la dignidad humana, la subsistencia, el mínimo vital y la salud en conexidad con la vida u otras garantías superiores, y que el hecho de someterla al trámite de un proceso ordinario hace más gravosa su situación personal.
 (Negrillas nuestras).
En ese orden de ideas, no era procedente considerar en abstracto que se estaba presentando una vulneración de los derechos fundamentales de la petente y por el contrario antes de llegar a una conclusión de esa estirpe, era imprescindible verificar el cumplimiento de los requisitos a los que se hizo mención previamente.
Desde esa óptica, surge inevitable que el caso de la señora CARVAJAL GÓMEZ no puede ser objeto del amparo porque: (i) es claro que la actora no se encuentra dentro del rango poblacional denominado de la tercera edad
 ya que si se tiene en cuenta que cumplió los cincuenta (50) años en noviembre de 2001, en la actualidad cuenta solamente con cincuenta y cinco (55) años de edad y por tanto, nada impide que se someta a un procedimiento en jurisdicción diferente a la constitucional; (ii) frente a la Resolución que liquidó la pensión gracia, no se ejercieron los recursos de vía gubernativa en su momento y solamente después, pasados casi cuatro (4) años se solicitó su reliquidación –cuya respuesta está aún pendiente-, además, frente a ese acto administrativo ya no es posible interponer los recursos de la jurisdicción contenciosa administrativa, aunque ello no es óbice para que una vez se conozca la manifestación unilateral de la voluntad de CAJANAL frente a la solicitud ahora en trámite, ellos se intenten; y finalmente, (iii) no existe en el trámite revisado una constancia que permita inferir un grave deterioro de las condiciones de vida de la señora actora y su grupo familiar, porque dicho sea de paso, sea como fuere, la actora está recibiendo su mesada equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, sin dejar de mencionar que ninguna probanza se aportó al respecto, y solo obra la genérica alusión a un perjuicio irremediable a la que se acudió en la demanda.
En consonancia con lo analizado, deberá revocarse la decisión que ordenó el reconocimiento de la reliquidación pensional.

5.2.2. Derecho de petición.

El núcleo esencial de la garantía de petición, se contrae a que frente a las peticiones que hagan las personas, la administración dentro del tiempo oportuno responda de manera clara y precisa a la inquietud formulada, en busca de que el particular con fundamento en la contestación suministrada decida cuál es el camino que va a seguir (puede haber quedado satisfecho con la respuesta y declinar cualquiera actuación ulterior, o por encontrarse inconforme acudir a las vías legales que considere pertinentes para lograr su pretensión).

En materia pensional, por parte de la Corte se ha advertido que por la naturaleza propia de esas peticiones y la necesidad de realizar comprobaciones y cruces de información, en general no se puede aplicar el preciso término señalado por el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo para responder a las peticiones elevadas. Ha estimado que se puede hablar de un término genérico de cuatro (4) meses para que se resuelva de fondo y de otros dos (2) meses adicionales para que se produzca el pago de la mesada pensional o de la reliquidación. Así lo ha sostenido en múltiples ocasiones, entre ellas en la Sentencia T-011 del 19 de enero de 2005, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, donde de manera sucinta por tratarse de una sentencia de reiteración, se resolvió un caso atinente con la pensión gracia, donde se insistió en la improcedencia de la acción de tutela para lograr su reconocimiento, al concluir: …la definición de la titularidad y el reconocimiento de una pensión ante la administración, constituye en principio un asunto ajeno al ámbito de la jurisdicción constitucional en sede de tutela.”
 . De manera adicional, se hizo referencia a los plazos existentes en la materia, para lo cual se dijo también:
En relación con el término para resolver las solicitudes de reconocimiento de derechos pensionales, la doctrina constitucional sintetizada en el fallo de unificación SU-975 de 2003, ha recurrido a la interpretación integral de varias normas que concurren en la configuración legal del derecho de petición, (artículo 6º del C.C.A., artículo  19 del Decreto 656 de 1994 y artículo 4º de la Ley 700 de 2001)
 y ha señalado los siguientes plazos y reglas para que la autoridad pública resuelva de fondo la petición: 

“6) los plazos con que cuenta la autoridad pública para dar respuesta a peticiones de reajuste pensional elevadas por servidores o ex servidores públicos, plazos máximos cuya inobservancia conduce a la vulneración del derecho fundamental de petición, son los siguientes:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses, respectivamente, amenazan la vulneración del derecho a la seguridad social. Todos los mencionados plazos se aplican en materia de reajuste especial de pensiones como los pedidos en el presente proceso.”

Como quiera que la entidad accionada ha sido enfática en informar que no había vulnerado el derecho de petición puesto que todavía se encontraba en término para pronunciarse sobre la reliquidación pensional pedida, procederá el Tribunal a verificar si se dio cumplimiento a los plazos a los que hemos hecho alusión: 
En esa dirección, presentada la solicitud el veintisiete (27) de abril de 2006, tal como se ve en el recibido que se le dio visible en el fl. 11, los cuatro (4) meses vencieron el veintiséis (26) de agosto próximo pasado. Si se tiene en cuenta que la demanda de tutela fue presentada y admitida el cuatro (04) de agosto, para esa fecha en verdad todavía se encontraba en tiempo oportuno para que fuera respondida por CAJANAL. Incluso, igual prédica se puede hacer para cuando se profirió el fallo de primera instancia (agosto 22).
Empero, ello no significa que la actitud de CAJANAL haya estado caracterizada por la eficiencia y la celeridad que se deben esperar de los organismos de la administración, porque nunca informó la razón por la cual no resolvió la petición dentro del término general de los quince (15) días, ni explicó las razones para no pronunciarse dentro de ese lapso, ni mucho menos puso en conocimiento de la peticionaria la probable fecha en la cual respondería a su solicitud de reliquidación pensional. Incluso, nótese que al presentarse la impugnación (29 de agosto) el término ya estaba vencido, y sin embargo ninguna referencia se hizo en el escrito pertinente sobre haberse producido la respuesta esperada.
Así las cosas, dado que como se concluyó en el capítulo precedente, no era dable ordenar el reconocimiento de la reliquidación pensional, en aras de garantizar el ejercicio del derecho de petición y habida cuenta de no aparecer dentro del trámite constancia en ese sentido por parte de la entidad accionada, lo procedente será disponer que en caso de no haberse dado respuesta de fondo, la misma se suministre por parte de CAJANAL dentro del término señalado por el a quo, sin que se pueda entender que el Juez Constitucional condicione el sentido de la misma.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA el fallo proferido por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: SE DECLARA LA IMPROCEDENCIA de la acción de tutela surtida por la señora MARGARITA CARVAJAL GÓMEZ en contra de la Caja Nacional de Previsión –CAJANAL- E.I.C.E, en lo que hace con su pretensión de reliquidación de la pensión gracia.
TERCERO: En caso de no haberse dado respuesta de fondo a la petición de reliquidación pensional, la misma deberá ser producida y notificada por CAJANAL dentro del término original de ocho (8) días, concedido por el señor Juez de primer grado.
CUARTO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
             JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
             Magistrado





 Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN 


       CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

   Magistrado





        Secretaria de la Sala
� De conformidad con el Diccionario de la RAE: “Aquello que se agrega de gajes o emolumentos al sueldo de algún empleo o comisión” -aclaración de la Sala-.


� Cfr. al respecto, las sentencias de segunda instancia, cuyo ponente fue quien ahora igual encargo funge y fechadas el 18 de octubre de 2005, Rad. 660013104001-2005-00073-01, 24 de febrero de 2006, Rad. 660013104003-2005-00088-01 y más recientemente, la del 03 de octubre de 2006, Rad. 660013104002-2006-00093-01. 


� [Cita del aparte transcrito] Sobre el particular pueden verse las sentencias T-1316 de 2001, T-482 de 2001, T-977 de 2001, T-690 de 2001, T-256 de 2001, T-189 de 2001, T-163 de 2001, T-1116 de 2000, T-886 de 2000, T-612 de 2000, T-618 de 1999, T-325 de 1999, T-214 de 1999, T-718 de 1998, T-116 de 1998, T-009 de 1998, T.637 de 1997, T-456 de 1994 y T-426 de 1992. 





� T-904 de 2004


� [Cita del aparte transcrito] Ver, entre otras, las sentencias T-801 de 1998 y T-738 de 1998.


� [Cita del aparte transcrito] Ver, entre otras, las sentencias T-443 de 2001, T-360 de 2001, T-518 de 2000 y T-288 de 2000.


� [Cita del aparte transcrito] Ver, entre otras, las sentencias T-018 de 2001, T-827 de 2000, T-101 de 2000, SU-062 de 1999, T-313 de 1998 y T-351 de 1997.


� T-904 de 2004. Ver también la sentencia T-076 de 2003: “Tratándose del reconocimiento o reliquidación de la pensión, la jurisprudencia viene considerando que, bajo condiciones normales, las acciones laborales - ordinarias y contenciosas- constituyen medios de impugnación adecuados e idóneos para la protección de los derechos fundamentales que de ella se derivan. No obstante, también ha sostenido que, excepcionalmente, es posible que tales acciones pierdan toda eficacia jurídica para la consecución de los fines que buscan proteger, concretamente, cuando una evaluación de las circunstancias fácticas del caso o de la situación personal de quien solicita el amparo constitucional así lo determina. En estos eventos, la controversia planteada puede desbordar el marco meramente legal y pasar a convertirse en un problema de índole constitucional, “por lo que el juez de tutela estaría obligado a conocer de fondo la solicitud y a tomar las medidas necesarias para la protección del derecho vulnerado o amenazado.”


� Sentencias T-534 y T-1016 de 2001, T-620 y T-1022 de 2002


� Sentencias T-189, T-470,  T-634, T-1000 y T-1022 de 2002.


� Sentencias  T-634 y T-1022 de 2002


� Sentencias T-049, T-620, T-634 y T-1022 de 2002. 


� Recuérdese que se considera de la tercera edad, la persona que ha alcanzado los setenta (70) años, de conformidad con T-076/96. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-958 de 2004, MP: Manuel José Cepeda Espinosa.


� Sentencia T-588 de 2003 M. P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Corte Constitucional, SU-975 de 2003, MP. Manuel José Cepeda Espinosa.
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